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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de junio del año 2012, dos mil doce. .  . . .   

V I S T O para resolver el expediente número 105/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana MARÍA DEL CARMEN LUCIO LÓPEZ, en contra del Director de Fiscalización y Control, y de los inspectores de la Dirección de Fiscalización y Control Marcos Francisco Prado Villagómez y Francisco Alejandro Martínez Navarro, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el acta de infracción número  209226 A, de fecha 19 diecinueve de febrero del año 2012, dos mil doce, cuya existencia se acredita con una copia al carbón de la citada acta, la que obra en el Secreto de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades demandadas aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia, en virtud de que el acta de infracción no afecta el interés jurídico del actor, porque si bien es cierto que se realizó el acta de infracción, de la misma no se desprende que en ese momento se le haya notificado la multa, por lo que no existe un acto que le cause lesión jurídica al actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta FUNDADA, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo  206-A,  párrafo segundo, de la  Ley  Orgánica  Municipal para  el 
Estado de Guanajuato, prevé que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares.... 

 . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ”

Conforme a este artículo 206-A para la procedencia del Juicio de Nulidad, es requisito sine qua non que el impetrante acredite que el acto o resolución combatida afecta su esfera de derechos, lo que no sucede en la especie, pues realizando un minucioso análisis del texto del acta de infracción, se concluye que por su contenido jurídicamente tiene el carácter de un acta de visita de inspección, toda vez que se expresa: el llugar, hora y fecha en que se practicó la visita; el nombre de la persona que atendió la diligencia,  el nombre de los inspectores que se constituyeron de manera personal en el local comercial  ubicado en calle Simón de la Garza número 430 cuatrocientos treinta de la colonia periodistas de México, de esta ciudad;  se hacen constar como hechos el funcionamiento de una máquina electrónica de juegos de azar tipo traga monedas; y, se cita a la presunta infractora a la audiencia de calificación respectiva, entre otros aspectos; por consiguiente, no existe impedimento para determinar que el acta de infracción jurídicamente constituye una visita de inspección y ésta como acto procedimental por sí sola no afecta el interés jurídico de la justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior es así, en virtud de que, por un lado, de acuerdo a lo señalado por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el acto impugnado tiene la presunción de legalidad, por otro lado,  le corresponde a la parte actora la carga de la prueba, pues asume el deber de acreditar sus afirmaciones, de modo que, tiene que aportar medios convictivos para demostrar la aseveración vertida en el sentido de que en el acta de infracción combatida se le impuso una multa por la cantidad de $2,948.80 (dos mil novecientos cuarenta y ocho pesos 80/100 moneda nacional); sin embargo,  es el caso que omitió aportar medios de prueba tendentes a justificar este hecho afirmado en la demanda, en otras palabras, el justiciable omite acreditar la existencia de la calificación de la infracción, ya que es hasta este acto final cuando se determina de manera circunstanciada la comisión de la infracción y se da la imposición de alguna de las sanciones establecidas en el artículo 36 del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimiento Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo  esta   tesitura, en  autos  del  sumario  no  se  encuentra  acreditado  el 
perjuicio que depara el acto combatido a la parte actora; y, el acta de inspección como acto del procedimiento administrativo por sí sola no afecta su esfera de derechos, toda vez que ésta posee características propias de un acto de trámite, dado que como acto previo sirve de base para emitir la calificación de la infracción o falta administrativa, que es la resolución que da fin al procedimiento administrativo de visita inspección, por ende, en el caso concreto el acto a debate no le ocasiona perjuicios a la parte actora, ya que en el acta combatida los inspectores que la practicaron se limitan a expresar que: “Al momento de la inspección se comprueba … la instalación y funcionamiento de 01 una máquina electrónica de juegos de azar, …” , de esta manera, resulta que hasta ese momento no existe ninguna limitación o modificación a los derechos del justiciable, ya que si no se le aplica ninguna medida de seguridad, ni alguna sanción administrativa, entonces, la visita de inspección impugnada, en la especie, pudiese llegar a ocasionar perjuicios hasta cuando se emita la resolución de calificación definitiva que es en donde se determina la comisión o no de una falta administrativa y en su caso se da la aplicación de alguna sanción administrativa, en consecuencia, hasta ese momento dicha visita de inspección es atacable a través del proceso administrativo, en donde se revisará que cumple con los requisitos formales establecidos por las diversas fracciones del artículo 34 del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimiento Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A mayor abundamiento, el acta combatida constituye un acto instrumental, previo a la calificación de la falta administrativa y por sí misma no es un acto de molestia, ya que por su propia naturaleza aún no incide en la esfera jurídica de la impetrante, al no imponer al actor una obligación,  por consiguiente, no afecta su interés jurídico, pues como se dijo en supralíneas, sólo constituye la segunda etapa del procedimiento administrativo de inspección y en este caso no es impugnable aisladamente, sino que el actor habrá de esperar a que se califique la infracción,  pues esta resolución final, es la que puede afectar de manera real y positiva la esfera de derechos de la parte actora, por tal virtud, en la especie se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, procede el sobreseimiento del proceso en términos de lo establecido en la fracción II del artículo 262 del mismo Código; sobre el particular cabe enfatizar que el sobreseimiento tiene como efectos: que el Órgano Jurisdiccional no entre a resolver el fondo del asunto, dar por concluido el proceso contencioso administrativo y dejar las cosas tal y como se encontraban antes de la presentación de la demanda. Respecto al sobreseimiento resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Séptima Época; Registro: 240927; Instancia:; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; 115-120 Cuarta Parte; Materia(s): Común; visible a Página: 9, bajo el siguiente rubro: “ACTO RECLAMADO. CUANDO NO AFECTA LOS INTERESES JURIDICOS DEL QUEJOSO PROCEDE EL SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO. El artículo 73, fracción V, de la Ley de Amparo, establece la improcedencia del juicio de garantías cuando el acto reclamado no afecta los intereses jurídicos del quejoso; lo que interpretado en proposición contraria, significa que el amparo sólo es procedente cuando el acto reclamado afecte de manera real y positiva dichos intereses jurídicos. Por tanto, no basta que el quejoso afirme que el acto reclamado perjudica sus intereses jurídicos, sino que es preciso, además, que el perjuicio tenga realidad objetiva y se demuestre fehacientemente; por lo que, surtiéndose la causal de improcedencia relativa, procede el correspondiente sobreseimiento del juicio de amparo, con apoyo en lo dispuesto por la fracción I del artículo 107 constitucional y 4o. de la ley de la materia, en relación con el 74, fracción III, de este último ordenamiento.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.-   Se    declara    el    SOBRESEIMIENTO     DEL    PRESENTE 
PROCESO ADMINISTRATIVO, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
